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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Ricardo Berois Quinteros. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alfredo Asti, Daniel Caggiani, Fitzgerald Cantero Piali, Alberto 
Casas, Carmen Millán y Horacio Yanes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Berois).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Mesa informa que hemos recibido una nota de la Junta Departamental de Paysandú. No creo que tenga 
que ver con esta Comisión, pero la voy a leer para que la evaluemos. 


Dice así: "La Junta Departamental de Paysandú, en sesión celebrada el día 10/04/12 aprobó por unanimidad 
(25 votos en 25), la moción presentada por la Sra. Edila Esc. Patricia Volpe: 'Mejorar nuestro rol de Ediles en 
beneficio del Departamento y su comunidad", que se remita a Ud. a fin de solicitarle cursos de capacitación 
sobre técnicas legislativas a los Ediles integrantes de esta Junta.- Agradeciendo desde ya la atención que se 
sirva dispensar al presente petitorio, saluda a Ud. muy atentamente. Dr. Carlos Usleghi Da Silva, Presidente, 
y Robert Pintos Silva, Secretario General". 


Sugiero pasar esta nota a la Secretaría de la Cámara, que me parece la más indicada para contestar e, 
inclusive, apoyar este pedido. 


(Apoyados) 


——— Por otra parte, les confirmo que el viaje a Paso de los Toros se realizará el 31 de mayo. Solicitamos a 
todos confirmar asistencia. 


SEÑOR YANES.- ¿Sabemos a qué hora vamos y cuándo volvemos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es salir a la hora 9, para llegar al lugar al mediodía y poder almorzar. 
Luego trabajamos, y emprendemos el regreso a la hora 18. 


También quiero aclarar que el asesor letrado, doctor Abisab, va a llegar más tarde. 


Continuamos analizando el comparativo relativo a la Ley Orgánica Municipal. Habíamos quedado en el 
numeral 18) del artículo 3". 


Voy a leer el artículo a partir de ese punto. Dice así: "18) Promover el desarrollo departamental, impulsando 
las actividades agropecuarias, agroindustriales, comerciales, industriales, a tales efectos podrá: a) Coadyuvar 
para combatir las plagas y pestes perjudiciales a la agricultura y ganadería. B) Vigilar los asentamientos 
establecidos en terrenos particulares en lo relativo a las funciones municipales.- c) Adoptar todas las medidas 
que considere favorables al mayor incremento de toda actividad productiva.- d) Cooperar a las iniciativas 
privadas en la forma que considere más eficaz.- 19) Velar por los derechos individuales y el mejoramiento de 
la enseñanza pública.- 20) Prevenir accidentes, incendios, inundaciones, derrumbes y otros siniestros y 
contribuir al alivio de sus consecuencias.- 21) Establecer la forma y lugares públicos o expuestos al público 
en que podrá realizarse la propaganda y fijarse los avisos permitidos, pudiendo determinar la responsabilidad 
de los autores y sancionarlos del modo previsto en los decretos departamentales.- 22) Colaborar con las 
autoridades nacionales en la represión de los juegos prohibidos, del alcoholismo, del consumo de drogas y de 
la mendicidad callejera.- 23) Adoptar las medidas adecuadas para asegurar el estado sanitario de la atmósfera, 
proteger el medio ambiente, el suelo y las aguas en coordinación con las autoridades nacionales.- 24) Ordenar 
y recopilar las normas jurídicas departamentales en forma de digesto municipal.- 25) Ejercer los demás 
cometidos que se relacionen con el gobierno y administración del departamento, conforme al principio 
general de que es materia de los Gobiernos Departamentales todos los asuntos de preferente interés 
departamental y local". 


SEÑOR YANES.- Si bien no puedo hacer un enunciado preciso de estos numerales, quiero dejar 
constancia de que una de las cosas que molesta a la gestión departamental y a la municipal es la 
claridad de lo que les corresponde hacer y lo que no. Por ejemplo, en el numeral 22) se establece que 
deberá colaborar con las autoridades nacionales en la represión de los juegos prohibidos. En general, 
se entiende que lo que no está prohibido, se puede hacer. Podría pasar que esto no figurara, y mañana 
hubiera que hacer algún operativo. Entonces, deberíamos establecer un concepto más general que 
determine que el gobierno departamental y municipal podrá colaborar en todo lo que le parezca 
bueno. 


(Ingresa a Sala el asesor letrado, doctor Abisab) 


——— Hoy en día se da el fenómeno de las máquinas en los almacenes y boliches. El ciudadano que las 
cuestiona va a la Intendencia, al Alcalde, a los Ediles o al Concejo y les pide que hagan algo, pero no les 
corresponde hacerlo. Este tipo de enunciado en el sentido de que colaborará con la represión del juego ilícito, 
¿qué obligación pone al gobierno departamental? 


Entonces, si bien hay aspectos generales que enuncian cosas positivas, lo único que hacen es confundir; es 
agregarle chirimbolos al arbolito, que ya está bastante cargado. Si un ciudadano lee esto, va a ir a golpear la 
puerta al Intendente para decirle: "En la esquina de mi casa hay un boliche con maquinitas”. Pero el 
Intendente no puede hacer nada. Además, esta situación pasa hoy en día. Todos sabemos que se está 
debatiendo desde la prohibición hasta la regulación de las maquinitas. 


Por lo tanto, pido a los integrantes de la Comisión que pongan un asterisco en este punto. También debemos 
evaluar otros artículos en los que se establecen aspectos genéricos. A veces desde acá legislamos y damos una 
responsabilidad al departamento, pero no le damos los medios para cumplir con esa función. En este sentido, 
pongo el ejemplo del seguro obligatorio: legislamos para que al que no lo tuviera, la Intendencia o la Policía 
le sacaran el vehículo, pero no les dimos una parte de la multa, guinches para hacerlo ni depósitos para 
guardar los vehículos. Cuando votamos esa norma, el Ministerio del Interior preguntó: "¿Con qué vamos a 
hacer esos operativos?" 


Por estos motivos, sugiero que saquemos las generalidades, que a lo mejor fueron incorporadas en otro 
momento y por otro motivo. Hoy en día, si a un Intendente le van a hacer un reclamo en virtud del numeral 
22), seguramente responderá: "Lo máximo que puedo hacer es mandar una nota al Ministerio de Economía y 
Finanzas denunciando la situación”. 


Reitero: no puedo hacer un enunciado de toda la iniciativa. Sí digo que me preocupan estos aspectos 
declarativos que entorpecen. Aclaro que hay otros que abren la posibilidad de que el gobierno departamental 


pueda encarar otros asuntos. Un ejemplo de esto es el numeral que establece: "Coadyuvar para combatir las 
plagas y pestes perjudiciales a la agricultura y ganadería". 


SEÑOR ASTI.- Coincido con lo expresado por el señor Diputado Yanes en cuanto al contenido del 
articulado y cómo puede ser leído por el contribuyente de cada departamento o, en todo caso, de cada 
Municipio, si bien estamos considerando las competencias departamentales. En la Constitución de la 
República se establece que los Gobiernos Departamentales deben colaborar en todo lo relativo al 
mejoramiento de las condiciones de vida de los habitantes de su territorio. En este caso concreto, 
relativo a la represión, creo que el Gobierno Departamental debería actuar a solicitud de las 
autoridades nacionales. Estoy de acuerdo con que repasemos este tipo de enunciados. Obviamente, si 
hay una campaña sobre determinado aspecto llevada adelante por las autoridades nacionales, será 
importante que los Gobiernos Departamentales colaboren con ella. Reitero que en este caso concreto 
debería actuarse a solicitud de quienes tienen la responsabilidad de controlar este tipo de cuestiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este artículo 3" refiere en general a las competencias del Gobierno 
Departamental, a través de una serie de enunciados. Es así que se habla de coadyuvar, vigilar, 
cooperar, prevenir, velar, colaborar, todas ellas competencias que se especifican mucho más a lo largo 
del texto del proyecto de ley. 


Aquí, en el Parlamento, hay una discusión en torno a los juegos prohibidos; es un tema que está a estudio de 
la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. Hay dos bibliotecas en cuanto 
a la prohibición de las maquinitas. Existe un vacío legal para las autoridades que deben controlar este punto, 
llámese Dirección General de Casinos o Dirección Nacional de Loterías y Quinielas; y algo de 
responsabilidad en este tema tenemos nosotros. 


No sé si el doctor Abisab escuchó parte de las exposiciones de los señores Diputados Yanes y Asti con 
respecto al artículo 3” y si puede darnos su opinión al respecto. 


SEÑOR ABISAB.- Me disculpo por haber llegado algunos minutos tarde, por motivos personales. 


Escuché parte de la exposición del señor Diputado Yanes y los comentarios del Diputado Asti. 


Como bien se ha dicho, en el artículo 3 hay una vasta serie de enunciados en cuanto a competencias de los 
Gobiernos Departamentales. Humildemente, me parece que sería más de resorte político delimitar y 
establecer las pautas que se quiere considerar a efectos de plasmarlas en la redacción; no tengo inconveniente 
en estudiar el tema y hacer los ajustes pertinentes. Teniendo en cuenta que se trata de temas delicados, 
trascendentes y sobre los que se está debatiendo, me parece que sería más fructífero que ustedes me dieran 
pautas de cómo quieren que este artículo sea encaminado. 


SEÑOR YANES.- Por las dudas, quiero aclarar que a la Dirección General de Casinos no le 
corresponde controlar este tipo de cosas; no es una de sus competencias. Sí le corresponde administrar 
los juegos, según lo establece la ley, pero no regular ni controlar. Desde nuestro punto de vista, eso está 
fuera de discusión. Hago la aclaración porque nos corresponden las generales de la ley. La Dirección 
General de Casinos podrá aconsejar o proponer ideas -este tema ha estado en su mesa de trabajo, pero 
no está dentro de sus competencias establecer qué juego es legal o ilegal o cuándo se debe o no 
reprimir. 


Este artículo 3” establece una serie de acciones que corresponden al Gobierno Departamental. Mi idea es 
reducir todos estos enunciados a cuestiones más puntuales. Por ejemplo, en el numeral 8) se establece que al 
Gobierno Departamental le corresponde "Regular el tránsito y transporte de pasajeros y cargas, en forma 
individual y colectiva, ejerciendo la policía de los mismos". Esta es una competencia concreta; se le da el 
mandato y la autorización. Sin embargo, en el numeral 4) se establece que le corresponde "La construcción y 
cuidado de plazas, paseos, parques, así como la conservación de bosques, montes y playas". Por lo menos 
para un departamento como el que represento, que tiene muchos kilómetros de playa, me parece que no se 
puede asumir que es responsabilidad del Gobierno Departamental el mantenimiento de las playas, porque ello 
podría implicar hacerse cargo de los barrancos que se están desmoronando en la Costa de Oro, después del 
peaje, o del mantenimiento de las aguas; en realidad, de lo que se trata es de limpiar las playas en verano. 


Entonces, la idea es reubicar en la redacción las competencias departamentales y municipales y tratar de ser 
muy precisos en la definición de esas competencias. Además, como decía el señor Diputado Asti, habría que 
dejar abierta la posibilidad de firmar convenios con las autoridades que corresponda en apoyo a las 
actividades que tienen que ver con el bien común. Se debería habilitar la posibilidad de que cada Gobierno 
Departamental, cada Intendente, considere cada situación y pueda cumplir con lo que le corresponde a través 
de un convenio con algún Ministerio u otro organismo público, es decir: "Hago esto, pero dame los medios 
para hacerlo". 


SEÑOR ASTI.- Me quería referir, precisamente, a lo que ya aclaró el señor Diputado Yanes con 
respecto a la Dirección General de Casinos, a la que como muy bien se dijo, solo le corresponde la 
explotación de los juegos que tiene bajo su jurisdicción. En todo caso, la Dirección Nacional de Loterías 
y Quinielas es un organismo regulador de los juegos de azar, pero de aquellos que están autorizados 
por ley. Las maquinitas no lo están, si bien tampoco están prohibidas. 


Por otra parte, como lo sugiere en su nota el doctor Abisab, deberíamos incluir en este artículo como una 
competencia más las facultades otorgadas a los Gobiernos Departamentales por las leyes N* 17.922 y N* 
18,130, autorizándolos, ante eventos extraordinarios como incendios o inundaciones, a ingresar a los predios 
y realizar su limpieza, a cargo de los propietarios, si estos, una vez intimados, no lo han hecho, dado que ello 
podría significar un riesgo de incendio o de enfermedades, como en el caso de una inundación en la que 
quedan residuos que pueden convertirse en un foco infeccioso. 


SEÑOR ABISAB.- Con respecto a los comentarios del señor Diputado Yanes, en la actualidad uno 
puede ver que el encargado del cuidado de las playas y plazas es la Intendencia. Me corresponden las 
generales de la ley porque mis padres tienen casa en Costa Azul y veo el trabajo que realiza la 
Intendencia en la plaza y en las playas. Mi pregunta es si la idea es que esto pase a ser una tarea 
específica del Municipio, de cada una de las áreas en las cuales tiene competencia. 


SEÑOR YANES.- Según la envergadura de la cuestión. Me parece que la limpieza de las playas debería 
ser una responsabilidad municipal, una tarea de coordinación municipal. Obviamente, el presupuesto 
para ello deberá venir del Gobierno Departamental hasta tanto se disponga otra cosa. Lo que digo es 
que esta redacción habla del mantenimiento de las playas, que podría implicar movimientos de arena o 
resolver algunas situaciones que están por fuera de las posibilidades económicas del Gobierno 
Departamental. Por ejemplo, en Costa Azul y Neptunia, entre otros lugares, se está perdiendo la playa, 
pero eso se resuelve con una obra de ingeniería que supera el presupuesto departamental y que implica 
una inversión muy importante. Lo cierto es que se están cayendo las calles y las casas. Yo, como vecino, 
podría pensar que la Intendencia debería resolver el mantenimiento de las playas, porque la ley lo 
establece. Entonces, es a eso a lo que me refiero. La limpieza, plantar un árbol, podarlo, es una cosa, 
pero hay otras situaciones que deberían priorizarse. 


Igualmente, anoto este punto para revisarlo junto a los otros que tenemos pendientes de propuesta. A mi 
entender, habría que dejar los artículos que son concretos y precisos y establecer una autorización genérica 
para realizar acuerdos con distintos organismos. 


SEÑOR CASAS.- Creo entender lo que dice el señor Diputado Yanes. Hay cosas que escapan a su 
responsabilidad; inclusive, a veces puede haber sobreposición de competencias de los Gobiernos 
Departamentales y del nacional. 


En cuanto al tema costero que mencionaba, debemos tener presente que el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente realiza una planificación estratégica de las distintas zonas. Tal 
vez, debería dar participación en ella a los Gobiernos Departamentales pero, evidentemente, esto implica 
determinada erogación, que hace difícil la situación. 


Asimismo, el numeral 19) establece: "Velar por los derechos individuales y el mejoramiento de la enseñanza 
pública". Creo que esto escapa a las competencias del Gobierno Departamental. Una cosa es que la 
Intendencia colabore con algún centro de enseñanza en algo puntual, por ejemplo, dotándolo de agua potable 
y, Otra, intervenir en la enseñanza pública. Esto último escapa a sus competencias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer una aclaración que no tiene que ver con este último tema sino 
con la represión de juegos prohibidos. 


No conozco la regulación de la Dirección General de Casinos. Con respecto al ordenamiento jurídico general 
de los juegos de azar, no hay dudas de que el espíritu es que el Estado -llámese Poder Ejecutivo -regule y 
defienda todo lo que tenga que ver con esta actividad. Debe regular no solamente el vicio social sino también 
este impuesto voluntario, ya que el Estado recauda. Este es un espíritu general que muchas de las discusiones 
no manejan. Lo digo porque el primer trabajo que hice siendo muy joven, recién recibido, fue un compendio 
del ordenamiento jurídico de la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas; eso está archivado porque estoy 
alejado del tema. 


Entonces, hay vacíos legales, pero el espíritu es que al Estado, que es el que debe controlar el vicio social y, a 
su vez, recaudar, le cabe responsabilidad. No importa si lo hace a través de la Dirección General de Casinos o 
la Dirección Nacional de Loterías y Quinielas. Lo que sí es claro es que esta actividad no es competencia del 
Gobierno Departamental, que lo único que puede hacer es colaborar. 


Se dice que los Gobiernos Departamentales hacen mucho más de lo que les corresponde, pero si analizamos 
este artículo 3” veremos que tienen que hacer casi todo; hasta tienen que propender a la construcción de 
viviendas, ocuparse del turismo, de las fumigaciones, de controlar el medio ambiente, etcétera. Es decir que 
tendrían la responsabilidad de cumplir muchísimas tareas, y para algunas ni siquiera tienen la infraestructura 
adecuada. 


Entonces, debemos analizar -y aclarar muy bien cuáles son las tareas esenciales de los Gobiernos 
Departamentales y qué hacen accesoriamente con el ánimo de colaborar. Durante el estudio de esta iniciativa 
vamos a reiterar esto pero bien vale aclararlo al comienzo del análisis. 


SEÑOR ASTI.- Con mucha razón el señor Presidente puso el énfasis en las obligaciones de los 
Gobiernos Departamentales y en las autorizaciones que la ley da a toda entidad pública para realizar 
determinado tipo de tareas, obviamente, si tiene voluntad y hay medios para hacerlo. 


Sería correcto dividir los cometidos esenciales de los Gobiernos Departamentales. Sin embargo, como toda 
institución pública, necesitan una ley que los habilite. No alcanza con que no esté prohibido; hay que 
habilitarlos. Creo que este enunciado va en ese sentido. Muchos Gobiernos Departamentales intervienen, 
como se dijo, en construir o refaccionar una escuela pública; obviamente, eso tiene que ver con la educación 
pública. Si no tuvieran la facultad de hacerlo, cualquiera podría objetar que se gastaran dineros del 
departamento en mejorar un bien que es de carácter nacional. Entonces, deben estar autorizado para poder 
hacerlo, si tienen la voluntad y los medios. 


Me parece que deberíamos conversar con el Congreso de Intendentes sobre cómo hacer esa separación entre 
los cometidos que los Gobiernos Departamentales tienen obligación de realizar y las tareas que, de acuerdo 
con las condiciones en que se encuentren, estén autorizados a llevar adelante. 


SEÑOR YANES.- La discusión de una iniciativa tan complicada como esta nos permite compartir las 
visiones que cada uno tiene. Yo quiero decir que el Ministerio de Turismo y Deporte y las Intendencias 
encontraron un mecanismo para solucionar el problema de las plazas de deporte. El Ministerio se dio 
cuenta de que coordinarlas y mantenerlas desde Montevideo le salía caro y era muy difícil ser eficiente. 
Por otro lado, cuando las plazas de deporte se venían abajo, la Intendencia mandaba un empleado a 
cortar el pasto, otro a pintar y, al final, la gestión la hacía el Gobierno Departamental. Entonces, desde 
el período pasado, se generó un convenio de mantenimiento por el cual el Ministerio maneja la política 
de deporte y los Gobiernos Departamentales el mantenimiento de las plazas, para lo cual se le 
transfieren recursos. Me parece que este el camino a seguir con las escuelas y otras actividades. Pero 
debe estar especificado en la ley, para que sea una obligación. Hemos escuchado a los Intendentes de 
todos los partidos políticos decir que los Gobiernos Departamentales han ido asumiendo roles -algunas 
veces porque la necesidad de la población lo exigía y, otras, porque había Intendentes que estaban bien 
económicamente y se metían en esos gastos para hacer política, que perduran a lo largo del tiempo, 
como el mantenimiento de los comedores, los convenios con los CAIF, etcétera. 


Entonces, el Gobierno Departamental debería seguir haciendo casi todo lo que realiza hoy a modo de apoyo, 
de ayuda, porque es su obligación primaria. Tenemos que aprovechar esta oportunidad para ordenar esto y 
que cuando asuma una ayuda sea solo eso y no le caiga arriba el peso de la responsabilidad. Además, cuando 
el Estado visualice que le es más eficiente descentralizar, debería generar convenios claros y concretos para 
que los Gobiernos Departamentales ayuden y reciban el apoyo económico correspondiente. 


En este punto quiero referirme a un problema que tendríamos que pensar todos: los guardavidas. Pienso que 
deberían ser como la Policía y la Prefectura, es decir que tendrían que basarse en una organización financiada 
a nivel nacional, porque es un tema de seguridad pública y de interés turístico. A mi departamento este rubro 
le lleva más de un millón y medio de dólares. Además, al comienzo de cada temporada tenemos problemas 
con los guardavidas, porque no hay una política nacional. Esta situación se da tanto con los guardavidas que 
están en las termas de Salto como con los que están en Rocha, a pesar de ser muy distintos. Hubo un 
momento en el que las Intendencias que querían desarrollar el turismo empezaron a hacerse cargo de los 
guardavidas porque el Gobierno central dejó de mandarlos a través de Prefectura; antes los marineros y los 
guardavidas iban en el mismo paquete. Lo concreto es que no fueron más, y hoy las Intendencias se hacen 
cargo de este gasto. Si bien podría considerarse una inversión, lo cierto es que por poner guardavidas de 
repente se deja de arreglar calles, recoger basura o poner luminaria nueva. Esta es otra de las cuestiones que 
hay que discutir como competencia directa del Gobierno Departamental o como tarea para realizar en 
colaboración. A mi entender, debería haber una organización nacional que los seleccione, les pague, resuelva 
sus condiciones de trabajo y luego una coordinación departamental que determine a qué playa van, cuántos 
por playa y demás. 


Tanto las plazas de deporte como los guardavidas son ejemplos de tareas que hay que conveniar con el 
Gobierno nacional. Pienso que debemos avanzar en una redacción más genérica al respecto. 


SEÑOR ABISAB.- El numeral 22) del artículo establece: "Colaborar con las autoridades nacionales en 
la represión de los juegos prohibidos, del alcoholismo, del consumo de drogas y de la mendicidad 
callejera". Aquí queda claramente reflejado cuándo se establece una colaboración con el Gobierno 
nacional y no una participación específica del Gobierno Departamental. De la mano de este numeral va 
lo que planteaba el señor Diputado Asti en el sentido de conversar con el Congreso de Intendentes 
sobre qué puntos son tarea directa y particular de los Gobiernos Departamentales y cuáles deben 
hacerse en colaboración con el Gobierno nacional o con entidades públicas y/o privadas. 


SEÑOR CASAS.- Otro problema importante que hoy está siendo un problema en casi todo el país son 
las picadas. Sería importante incluirlas, porque para solucionarlo se está actuando en colaboración 
directa entre las Intendencias, el Ministerio del Interior y Policía Caminera. Muchas veces se hacen en 
rutas nacionales, pero son linderas a ciudades o centros poblados, y allí se interviene en colaboración. 
Por ejemplo, en nuestro departamento hay una colaboración directa entre Policía Caminera, el 
Ministerio del Interior y la Intendencia, porque las picadas son un problema que nos desborda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 3” comienza: "Corresponden al Gobierno Departamental", y el 
artículo 4”, que vamos a considerar a continuación dice: "Son servicios públicos departamentales". 
Creo que es muy importante lo que ha dicho el señor Diputado Asti; habría que conversar con los 
Intendentes. Hay una cantidad de tareas que los Intendentes dicen que no les corresponden, pero si 
analizamos este artículo 3” no sé si no les corresponden. Lo que mencionaba el señor Diputado Casas 
estaría comprendido en el numeral 20) del artículo 3". 


Entiendo que es bueno realizar este análisis; debemos tenerlo en cuenta para el futuro. Me parece que hay 
una tarea en la que les va mucho a los Gobiernos Departamentales; además, debemos tener en cuenta las 
Alcaldías. 


SEÑOR YANES.- Me parece muy útil tener en cuenta la opinión del Congreso de Intendentes como 
referencia sobre algunos puntos. Sin embargo, para algunas cuestiones yo tomaría más la referencia 
del Congreso Nacional de Ediles que la del de Intendentes. Y voy a poner un ejemplo para aclarar lo 
que estoy diciendo. A nuestro sector político le corresponden dos Alcaldías en Canelones: Ciudad de la 
Costa y Barros Blancos. Tenemos dos Alcaldes muy eficientes y distintos entre sí, que se manejan con 
actitudes personales diferentes. No sé si pueden imaginarse lo que es ser el Alcalde de ciudades de cien 


mil o ciento veinte mil personas; toda la gente va a pedirle al Alcalde la solución a su problema. Y la 
respuesta depende de la actitud de cada Alcalde, desde una posición burócrata, planteando si le 
corresponde o no, hasta una más politiquera, en el sentido de ver qué mano puede dar o cómo puede 
ayudar. Muchas veces, cuando analizamos la descentralización con los compañeros Alcaldes, vemos 
que actúan a su medida. Ante la circunstancia de tener que hacer determinada tarea, un Alcalde podría 
decir: "Si me dieran un camión, una máquina, veinte personas y US$ 50.000 por mes, yo podría hacer 
determinada cosa", y otro también podría decir: "No; que eso lo haga la Dirección de Obras". 
Entonces, se trata de decisiones personales. 


Sabemos que, con suerte, los Intendentes podrán estar en su cargo durante diez años. Hoy, un Intendente 
puede enfrentarse a determinada situación y opinar según su visión momentánea, política y de oportunidad. 
Yo puedo escucharlo y tomarlo como referencia, pero entiendo que hay otros órganos que tienen mayor 
permanencia. Y por eso pongo el ejemplo de mis Alcaldes; ellos quieren hacer la descentralización como si 
fueran Alcaldes para toda la vida. A veces me dicen que necesitan tal y cual cosa. Pero cuando pregunto, por 
ejemplo, qué pasa si Fulano, que también era candidato, pide todas esas herramientas, ya no -piensan lo 
mismo. 


No quiero entrar en un corral de ramas. Obviamente, no vamos a ir en contra de lo que el Congreso de 
Intendentes racionalmente nos pueda proponer, pero pido a todos que recuerden el proyecto de Ley Orgánica 
Municipal presentado por el Congreso de Intendentes hace quince años y el de los Ediles. Cuando la Ley 
Orgánica Municipal establecía que había que solicitar la anuencia de la Junta, los Intendentes de todos los 
partidos -en aquel momento el Intendente de Montevideo era Arana -ponían: "tal vez le avisen", y para el 
mismo punto los Ediles decían: "tendrá que ir el Intendente casa por casa de cada uno de los Ediles, pedir una 
audiencia, presentar certificado de vacuna, etcétera". Es decir, según del lado que se viera la cuestión, unos 
pedían ridiculeces y los otros también. 


Entonces, no quiero que ante cada tema conflictivo el Parlamento quede encerrado porque pidió opinión a 
uno u otro Congreso. Vamos a entendernos: lo que dice el Congreso de Intendentes se toma como 
semisagrado; sin embargo, cuando el Congreso Nacional de Ediles dice algo, se considera que son unos 
muchachos de barrio y que capaz que tenemos en cuenta lo que piensan. Yo no quiero basarme en la falta de 
datos, información y preparación de los Ediles, pero tampoco en la vida propia de cada Intendente, porque 
hay Intendentes que dejan la Administración y nunca más volverán a serlo que pueden pensar una cosa y hay 
otros que recién están empezando su gestión, que están pensando en los diez años de trabajo que tienen por 
delante, y pueden opinar de otra manera. Por eso, mis referencias de terceros en este ámbito las voy a tomar 
con esa relatividad. 


SEÑOR ASTI.- No quiero discrepar con mi compañero y colega Yanes. Hice referencia al Congreso de 
Intendentes porque es a los Intendentes a quienes les corresponde ejecutar las disposiciones sobre los 
Gobiernos Departamentales. Obviamente, nadie está omitiendo el papel que juegan las Juntas 
Departamentales y, en particular, como organismo -aunque no esté establecido en la Constitución, el 
Congreso Nacional de Ediles. Esperamos que en el futuro también exista la Asamblea de Alcaldes y 
Concejales. 


Antes de ingresar en la consideración del artículo 4” quiero señalar, recogiendo la Ley de Descentralización 
Política y Participación Ciudadana, que vamos a tener que agregar un artículo que establezca la obligación 
del Ejecutivo departamental de enviar a la Junta un detallado decreto que reglamente la participación y la 
financiación de los Municipios. Hemos pedido un relevamiento que todavía no hemos conseguido, pero 
sabemos que hay varios Gobiernos Departamentales -quizás la mayoría -que han emitido decretos 
departamentales, aprobados por las Juntas respectivas, y otros que todavía no tienen un decreto reglamentario 
sobre la distribución de responsabilidades, funciones y financiamiento entre ambos. Por eso digo que en este 
artículo 3% debemos establecer claramente que es una obligación del Gobierno Departamental definir por la 
vía máxima legal en su jurisdicción, que es el decreto departamental, la relación con los gobiernos locales y 
su financiamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a dar lectura al artículo 4”. 


Dice lo siguiente: "Son servicios públicos departamentales: -1) La limpieza de las calles, plazas, parques y 
sitios públicos y la recolección domiciliaria de basuras para su eliminación, transformación o depósito en 
lugares que no perjudiquen las condiciones higiénicas generales.- 2) La limpieza y conservación de playas, 
riberas y zonas marítimas y fluviales e islas adyacentes a aquellas y la construcción de las instalaciones 
necesarias para el uso público de dichos lugares.- 3) El transporte colectivo de pasajeros.- 4) El alumbrado 
público del departamento, sin perjuicio de los convenios que las autoridades departamentales puedan celebrar 
con quien suministre energía eléctrica a terceros, para que este tome a su cargo la atención y mantenimiento 
del servicio.- 5) El aprovisionamiento de agua potable y el saneamiento de los centros poblados, siempre que 
se provean los recursos correspondientes y salvo los casos en que leyes especiales los hubieran puesto a 
cargo de organismos nacionales.- 6) Los servicios de necrópolis. Los servicios de traslado de cadáveres y 
pompas fúnebres son servicios privados de interés público, y sin perjuicio de su prestación por particulares, 
los Gobiernos Departamentales los brindarán a las personas carentes de recursos". 


Consulto al doctor Abisab si los artículos 3% y 4* surgen de la Ley N* 9.515 y de otras normas o son 
propuestas que se hacen en este proyecto de ley. 


SEÑOR ABISAB.- Para esta redacción, el ex Diputado Uberfil Hernández se basó en la Ley Orgánica 
Municipal pero también en otras leyes actualmente vigentes. En el caso de algunos puntos, hay 
espacios en blanco en la medida en que no están tratados por determinadas normas. 


Como bien dice el señor Presidente, en el artículo 4” se marca la diferencia en tanto comienza diciendo: "Son 
servicios públicos departa- mentales", como dando a estas competencias un peso mucho más concreto. En el 
caso del punto referido a las plazas y playas, en el proyecto se plantea como uno de esos servicios en los 
cuales debería actuar el Gobierno Departamental, obviamente, sin perjuicio de la información que se recoja o 
de lo que los señores legisladores tengan en mente en cuanto a la forma de dejarlo plasmado; tal vez, pueda 
quedar en el artículo 3%, con algún ajuste, en forma más genérica, o en el artículo 4”, como uno de esos 
servicios esenciales del Gobierno Departamental. 


SEÑOR ASTI.- Creo que el ordenamiento que hizo el compañero Uberfil Hernández en la Legislatura 
anterior venía a sustituir el artículo 35 de la Ley Orgánica Municipal, que disponía las facultades del 
Intendente. Acá hablamos del Gobierno Departamental; por eso hay una diferente enunciación de 
temas. Se diferenciaba más al Intendente como ejecutor y no al Gobierno Departamental. Si nosotros 
hemos decidido seguir por el ordenamiento que se da en este proyecto, lo que hemos dicho es válido: lo 
podemos mantener así, a mi entender, separando las competencias exclusivas de los Gobiernos 
Departamentales de las autorizaciones para poder actuar en determinadas áreas, solos o en convenios 
con autoridades nacionales. 


SEÑOR ABISAB.- Con respecto a la consulta que se me formuló, quiero decir que el artículo 3” de la 
Ley_N” 9.515 refiere a la composición de la Junta Departamental. Por ese motivo, no figura en el 
comparativo: no trata de la temática establecida en el comparativo. Además, la idea era hacer las 
modificaciones que se entendieran del caso según la nueva Ley Orgánica Municipal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este punto tenemos un enorme desafío. La base de análisis es el proyecto 
del ex Diputado Hernández, y me parece bien. El problema es que tal vez con la nueva redacción 
incorporemos a los Gobiernos Departamentales tareas que no figuran en el artículo 35. Esto no está de 
más. Aclaro que no estoy fijando posición. Simplemente, pienso que debemos tener en cuenta este 
aspecto para cuando hablemos con los Intendentes. Para mí los artículos 3” y 4” son muy importantes 
para determinar el análisis general que vamos a seguir. Tenemos que dejar claramente establecido el 
comparativo de los artículos 3” y 4” y de la legislación vigente para poder seguir analizando el proyecto 
de ley. 


(Apoyados) 


SEÑOR CASAS.- Quiero decir que no comparto la redacción del numeral 5) del artículo 4”, que refiere 
a servicios públicos departamentales como el aprovisionamiento de agua potable y el saneamiento. 


SEÑOR ASTI.- La ley de creación de los Municipios deja en manos del gobierno local alguno de estos 
servicios. También aquí habría que marcar las diferencias que la ley establece como cometidos de los 
Municipios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los artículos siguientes refieren a temas que se tratan en los artículos 3* y 4”. 


Por eso, propongo analizarlos en un mismo bloque. Por ejemplo, el artículo 5” refiere al transporte 
colectivo, que también se menciona en el artículo 3". 


Entonces, si están de acuerdo, procederemos tal como habíamos propuesto. 
(Apoyados) 


——— Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


